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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Pozzi. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gonzalo de Toro, Julio César Fernández, Guzmán Pedreira, 
Richard Sander y Pedro Saravia. 


INVITADOS: Por la Intergremial Marítima Mercante y Portuaria, señores Martín Silva, Walter Barriento, 
Daniel Griffero, Roberto Serdeña, Marcelo Pagani y Charles Thomas. 


Por el Congreso Nacional de Ediles, señores Ramón Urbeltz, Ignacio Aramburu y Juan 
Rey Laco. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pozzi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Para comenzar comunico a los señores Diputados que, como consecuencia del planteo del señor Diputado 
Saravia, se hicieron gestiones ante el señor Ministro Pintado para que concurriera el día 15, pero no será 
posible contar con su visita porque estará de viaje. Podríamos recibirlo en la semana del 21, pero si no me 
equivoco podría tener problemas para concurrir algún integrante del Directorio de PLUNA); así que si todos 
estuvieran de acuerdo podríamos coordinar su visita para la primera semana en que sesione la Comisión en el 
mes de abril. 


(Apoyados) 


——— En cuanto a los días de sesión, habíamos acordado que fuera los martes, pero yo propongo que esta 
Comisión también sesione el miércoles a la hora 12. ¿Están de acuerdo? 


(Apoyados) 
——— La elección del Vicepresidente debe ser postergada en virtud de que aún nadie se ha postulado. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Intergremial Marina Mercante y Portuaria) 


——— La Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas tiene el gusto de recibir a los señores 
Martín Silva, Prosecretario del SUNTMA; Daniel Griffero, Prosecretario del Centro de Maquinistas Navales; 
Marcelo Pagani, Presidente de UCOMAR); Charles Thomas, de UCOMAR; Roberto Serdeña, Tesorero del 
Centro de Maquinistas Navales, y Walter Barriento, representante del SUNTMA. En su oportunidad enviaron 
una nota planteando una inquietud con respecto a un petrolero que podría llegar a estar navegando, con una 
tripulación compuesta por personal en actividad y retirados de la Armada. Los escuchamos. 


SEÑOR GRIFFERO.- Concurrimos aquí porque está corriendo la información, que tenemos casi 
confirmada, de que una empresa privada haría una especie de sociedad con la Armada para tripular 
un buque con operativa comercial, a través de un contrato con ANCAP. Además de que esto afectaría 
la operativa civil, según la Ley Orgánica de la Armada, esta estaría imposibilitada de operar en forma 
comercial. Entonces, queremos plantear nuestra inquietud y denunciar este hecho. 


Vamos a leer una carta en la que hacemos un relato de todo esto y explicamos por qué no estamos de acuerdo. 
Dice así: "1. Las entidades públicas a diferencia de las privadas solo pueden realizar los cometidos que la 
Constitución y las leyes les asignen; la ley orgánica de la Armada, de 1946 Ley 10.808, en su artículo 
primero, dice 'La Armada forma parte de la fuerza de la Nación y tiene por misión esencial defender la 
integridad territorial del Estado, su honor e independencia, la paz, la Constitución y las leyes de la misma'.- 
Esta ley es muy clara en que la Armada es una Organización Militar y por ello una herramienta esencialmente 
de defensa.- Por lo tanto considero que personal de la Armada no puede realizar funciones que corresponden 
a la actividad privada, aunque se invocaran figuras como una 'asociación' o 'joint-venture' (las que no dejan 
de ser, por otra parte, figuras mercantiles, que presuponen el intercambio de beneficios).- 2. La Armada no es 
una empresa industrial o comercial del Estado (como por ejemplo, el Banco de Seguros, ANCAP, UTE). Su 
creación no obedece a finalidades mercantiles, ya sea en la producción, el comercio o prestación de servicios 
con fines comerciales. Es evidente que en el caso que la Armada, como lo dijo el Comandante en Jefe del 
Arma, transportaría petróleo para la ANCAP por lo que estaríamos ante la hipótesis de un contrato comercial 
entre un ente de fines comerciales y una entidad pública del Estado creada para la defensa, sin fines 
comerciales ni industriales, lo cual significaría sin duda una violación de los cometidos de la entidad fijados 
por nuestro régimen jurídico.- 3. Nos encontraríamos también ante una hipótesis de competencia desleal, con 
relación a las demás empresas privadas y los trabajadores en general. Es evidente que la prestación de 
servicio de la entidad pública se realizaría a partir de una infraestructura material y de recursos humanos, que 
son solventados con los aportes de toda la sociedad. Es decir que la Armada podría prestar sus servicios a 
menor costo que otro privado, pero no por su eficiencia operativa, sino porque parte de esos costos lo está 
pagando el contribuyente. La misma reflexión opera en el caso de los recursos humanos: los tripulantes y 
oficiales proporcionados por la Armada pueden trabajar a menor costo o sin ningún costo, porque ya perciben 
su retribución del Estado, retribución que también es paga con los aportes del contribuyente.- 4. Corresponde 
señalar también que existe una incompatibilidad manifiesta entre las funciones de la Armada y las empresas 
privadas o entes comerciales. La Armada y la Prefectura cumplen entre otros cometidos funciones de 
inspección de buques y de vigilancia en materia marítima (hoy es la autoridad marítima del Estado). Es 
evidente que si la Armada comienza a cumplir los dos roles, o sea el comercial y el de autoridad marítima, se 
produciría una profunda incompatibilidad porque el órgano encargado de los controles públicos, estaría al 
mismo tiempo involucrado en una relación marítimo comercial.- 5. Cabe también mencionar que en algunos 
años, la Armada tuvo buques de transporte de crudo en su poder y administración, pero hasta el día de hoy la 
opinión pública no sabe qué pasó con los dineros generados de esas operaciones comerciales; sería bueno 
entonces que todos los Uruguayos que pagamos los impuestos y por ende los salarios y el funcionamiento del 
Arma supiéramos qué pasó entonces; también se deberían dar a conocer las opiniones de los parlamentarios 
cuando en ese ámbito, en otras Administraciones, se discutió el tema. 6. También queremos agregar que los 
militares no cumplen con los requisitos sobre formación y titulación de acuerdo con el STCWO95, de OMI,", 
convenio internacional, "del cual Uruguay es firmante". Esto haría que Uruguay estuviera en falta con dicho 
Convenio. 


Continúa así: "7, Como vemos no solo se trata de saber si los números dan para la compra de un petrolero de 
la Armada, sino más bien saber si estamos respetando la Constitución y la ley y si es justo que los Capitanes, 
Jefes de Máquina, Oficiales de Cubierta y Máquinas, Marineros, Cocineros, Engrasadores y demás 
tripulación que en la mayoría de los casos tiene que emigrar para realizar tareas en otras banderas vean desde 
lejos que los militares trabajen en la parte comercial y ellos sigan penando por el mundo". 


SEÑOR PAGANI.- Nosotros tenemos nuestra visión particular del tema. 


Para tener un panorama general, el Convenio STCWO9S regula la titulación de la Marina Mercante a nivel 
internacional. Los militares no cumplen esto porque OMT eliminó a los buques de guerra del Convenio 
STCWO9S. Allí tenemos una competencia totalmente desleal. 


Otro tema importante que hay que destacar es que los militares, al retirarse, reciben por parte de la Marina 
Mercante la Armada es, a su vez, autoridad marítima y expendedora de esos títulos certificados de Capitán 
sin que hayan pasado por la Escuela correspondiente. El retirado militar tendría que rendir sus exámenes, 
como los Oficiales, Capitanes y Marineros de Cubierta, tal como lo hacemos todos. Para llegar al tope de 
nuestra carrera, en el caso de los Capitanes o Jefes de Máquina, debemos estar diez años a bordo de un buque 
más el comando que nos confía una empresa privada. Eso es lo que requiere OMI. Previo a llegar a Capitán, 
debemos tener la patente de Segundo Oficial de Cubierta, de Primer Oficial de Cubierta. Estos exámenes 
tienen que haber sido rendidos, ya sea en la Escuela Técnica Marítima patrones y maquinistas navales o en la 
Escuela Naval, Sector Mercante. El militar llega al final de su carrera como Capitán de Navío, teniendo una 
jubilación muy onerosa, y sale al ámbito privado con esa jubilación y una patente por la que no rindió los 
exámenes correspondientes. Cabe destacar que la carrera militar no tiene materias correspondientes a la 
operativa de un buque mercante. 


Hoy, estamos sufriendo esto dentro de la Marina Mercante. Esos títulos se están expidiendo sin que la gente 
tenga que pasar por la Escuela Naval, por la Escuela Técnica Marítima o por algún lado para rendir 
exámenes. Además de ser una competencia desleal, el país está perdiendo el costo de formar Marinos 
Mercantes porque tienen que emigrar y trabajar en banderas extranjeras. El militar está recibiendo doble 
remuneración: su jubilación más una patente dada irregularmente porque no rinde ningún examen, ni de 
carga y ni de estiba, ni de operativa de buques. Es más: están haciendo los comandos en unidades 
desafectadas en la marina de guerra, por lo que Uruguay está quedando en falta ante la OMI. Utilizan ese 
comando para pasar a otra rama que no es de su dominio. Si así lo fuera, tendrían que rendir los exámenes 
correctamente, como lo hicimos nosotros, y no habría esa superposición ni el país tendría esa pérdida. El país 
está poniendo el futuro en ciertas personas, pero no en los profesionales a los que nos corresponde la tarea; 
esto roza la ilegalidad. 


En todas las reglamentaciones se ha mantenido lo mismo. Por ejemplo, ellos están en la parte de comandos 
para ser Peritos Navales, especializados en la parte marítima; esto está dentro de la reglamentación; no es que 
no lo esté, pero pasan por un comando por el que no tienen la suficiente experiencia porque lo hacen a bordo 
de un barco de guerra que está amarrado; con eso pasan a la actividad privada. Ese es uno de los temas más 
graves. Nuestros compañeros tienen su trabajo, pero tienen que emigrar. Esto se da en todas las ramas. 


Con el practicaje nacional sucede lo mismo. Para acceder a él se tiene tres opciones: ser patrón de cabotaje 
proveniente de la Escuela Técnica Marítima, ser Capitán Mercante o ser Capitán de la Marina de Guerra. 
Sucede lo mismo con la reglamentación de peritos. Se otorgan facilidades enormes, mientras nosotros 
tenemos que renunciar al trabajo para poder estudiar, como sucede cuando rendimos las patentes 
correspondientes. Además, se les otorga permisos por seis meses, con goce de sueldo; se les dan beneficios 
que el resto de la actividad no tiene. 


SEÑOR SILVA.- Soy Prosecretario de SUNTMA, sindicato que nuclea a todo el personal subalterno en 
embarcaciones. Me refiero a marineros, cocineros, personal de Cámara, engrasadores. Por nuestro tipo 
de trabajo somos los que agrupamos la mayor cantidad de gente en el sector y tenemos el más alto 
índice de desempleo. Contrariamente con el país, que está creciendo y bajando el desempleo, en 
nuestro sector el desempleo viene subiendo. Desde hace varios años, Uruguay crece de espaldas al mar. 
Eso nos ha afectado y nuestra Marina Mercante ha venido disminuyendo hasta casi desaparecer. En la 
actualidad los barcos mercantes son muy pocos; estamos hablando de seis o siete barcos de bandera 
nacional. Esto se ha dado por muchos factores muchas veces internacionales, pero también por factores 
locales. Uno de los factores que ha afectado nuestra fuente de empleo es la posibilidad que tienen los 
retirados militares, en este caso, de la Armada, de participar en los trabajos civiles. Hoy la mayoría de 
las pocas compañías que están actuando prefieren al personal militar retirado de la Armada, ya que 
cuenta con una jubilación. Desde nuestro punto de vista, hay una competencia totalmente desleal. Un 
trabajador que sale de la Armada y que tiene una jubilación puede trabajar por mucho menos que otro 
que tiene que subsistir con un solo salario. Eso nos ha afectado muchísimo y ha hecho que la mayoría 


de los marinos de nuestro sector hayan emigrado como ha pasado en otros sectores y estén trabajando 
en los alrededores en Argentina, en Brasil, donde estamos muy bien catalogados. El marino uruguayo 
está muy bien catalogado. Cuando escuchamos que no hay personal capacitado, no es así. Tenemos 
personal capacitado que trabaja en empresas de todo el mundo, el cual estaría dispuesto a volver si 
hubiera trabajo. Hemos escuchado distintas versiones, por ejemplo, que podría haber un cincuenta por 
ciento de personal militar y un cincuenta por ciento de personal civil. Pero ya sabemos que en ese 
personal civil está comprendido el personal retirado de la Armada; son civiles, pero retirados de la 
Armada. En la mayoría de las compañías sucede eso. 


Desde hace muchos años el SUNTMA se ha venido oponiendo a los petroleros de la Armada. Desde el año 
1972 en adelante la Armada compró dos supertanques, a través de una sección denominada SEBAX, que se 
ocupa de los buques auxiliares de la Armada y que a partir del año 1966 también ingresa en el área civil. Con 
la compra de estos dos supertanques el país miente a toda la comunidad internacional, porque estos buques 
cargaron combustible en puertos extranjeros pintados con el logo de ANCAP, como si fueran buques de 
ANCAP, cuando en realidad eran buques de la Armada. Antes de entrar a los puertos estos buques eran 
pintados con el logo de ANCAP, dado que en la mayoría de los países del mundo en los puertos no se opera 
con buques militares; los buques militares no pueden entrar a secciones civiles a cargar. Esto pasaba, por 
ejemplo, en Canadá y en Estados Unidos. 


Lamentablemente, el último supertanque que tuvo la Armada, el "Rivera", durante una carga en el río 
Delaware protagonizó uno de los mayores accidentes, inclusive mayor que el del Exxon Valdez que fue más 
nombrado, pero en realidad el buque de la Armada Nacional perdió una cantidad mayor de combustible, 
doscientos mil galones, en el río Delaware, lo cual implicó para el país un costo muy importante. 
Obviamente, Estados Unidos exigió a Uruguay la limpieza del río Delaware y una compensación económica. 
Esto sucedió el 24 de junio de 1989. En una maniobra en el río Delaware según lo publicado en los diarios de 
la época, hubo impericia el buque encalló y se produjo el derrame de doscientos mil galones de crudo. El 
mismo buque tuvo otros dos derrames uno de ellos en Europa occidental y otro en Argelia que también 
implicaron un costo para el Estado. En los últimos tiempos hemos escuchado a varios Comandantes 
refiriéndose a lo buena que ha resultado para Uruguay la utilización de los petroleros de la Armada, pero en 
realidad no ha sido tan así. En algún momento pudo haber sido bueno, pero implicó un costo muy importante 
para el país; no fue tan barato para Uruguay que la Armada tuviera petroleros. 


El SUNTMA vela por el trabajo leal. No nos oponemos a que un retirado militar que considere que su 
jubilación no es suficiente para sobrevivir trabaje en el ámbito civil, pero entendemos que debe renunciar a su 
jubilación, al igual que tendríamos que hacerlo nosotros. Compitamos en igualdad de condiciones. Es 
totalmente injusto que un retirado militar que está percibiendo una jubilación me quite el trabajo a mí, que 
vivo solo de ese empleo. No podemos prohibir a nadie que trabaje; todo el mundo tiene derecho al trabajo, tal 
como lo establece nuestra Constitución, pero creemos que debemos trabajar en igualdad de condiciones. Si 
un militar quiere trabajar en algún organismo de Gobierno tiene que renunciar a su jubilación, porque no 
puede percibir dos remuneraciones del Estado. Por la misma razón, cuando los militares tienen un accidente 
no están contemplados por el Banco de Seguros del Estado. Queremos el mismo trato para el área civil, 
porque consideramos que es lo justo. 


SEÑOR SARAVIA.- Voy a pedirles algunas aclaraciones. 


En primer lugar, el Capitán Pagani decía al menos eso entendí que tendríamos cuatro elementos: un buque, 
gente de la Armada en actividad, gente de la Armada en retiro, y ANCAP, que sería la parte comercial. Me 
gustaría saber si ese buque es privado. 


En segundo término, quiero referirme a la parte final de la exposición del señor Silva; pido disculpas porque 
tuve que retirarme de Sala y no la escuché totalmente. Entiendo que legalmente no hay ninguna 
incompatibilidad en el hecho de que una persona retirada trabaje en una actividad a la que le corresponde una 
Caja diferente de la que rige el sector en el que se jubiló. A un militar le corresponde la Caja Militar. Si 
además desarrolla una actividad de carpintero o cualquier otra, está legalmente habilitado para hacerlo. Eso 
no quiere decir que no sea injusto, pero nosotros tenemos que manejarnos en función de lo que puede ser una 
incompatibilidad o una ilegalidad. Lo que sí puede serlo es que no cuenten con los certificados 
correspondientes para cumplir esa segunda tarea, que no es la de marino de la Armada. 


Por último, quisiera saber si ustedes hicieron este planteo ante el Ministerio de Defensa Nacional. Hago esta 
pregunta porque, en definitiva, es esa Cartera la que debe regular el funcionamiento de sus Oficiales en 
actividad o no. Además, el permiso para hacer el acuerdo con ANCAP lo otorga el Ministro de Defensa. 
Entiendo que esta es una queja muy razonable y que también hay otras vías a seguir en el Ejecutivo. En el 
caso que se plantea, los actores son del Gobierno: ANCAP es Gobierno, la Marina es Gobierno y se depende 
de un Ministro; por eso hago esta pregunta. 


SEÑOR DE TORO.- Me queda claro el planteo que ustedes hacen desde el punto de vista laboral, 
desde el punto de vista de la competencia y desde el punto de vista de los diferentes roles que cumplen, 
por un lado, la Armada ya sea en casos de personal en actividad o no, y, por otro, el personal de los 
buques. 


Mi pregunta es si el petrolero que va a entrar en funciones es privado nacional o privado extranjero, porque 
son casos distintos. 


SEÑOR PAGANLI.- Con respecto a la jubilación, si bien es cierto lo que el señor Diputado Saravia 
decía, entendemos que es injusto. Yo pregunto qué sucede si nosotros en un momento de falta de 
trabajo podríamos ingresar a la Armada utilizando nuestras patentes. Por mi jerarquía yo podría 
pasar a ser Capitán de Navío y pasar a cobrar, por ejemplo, $ 50.000 de jubilación. Estamos jugando 
con esas cosas. Estamos utilizando la Armada para llegar sin tener que pasar por ningún examen; lo 
que está ocurriendo hoy es que están entregando patentes, están entregando libretas, como si al 
Gerente de alta jerarquía de una empresa se le entregara un regalo. 


No me opongo ninguno de los compañeros se opone a que se dé una patente a alguien que haya navegado en 
un buque mercante, haga comando en un buque mercante y salga a navegar efectivamente, a alguien que 
rinda exámenes desde Segundo Oficial hasta llegar a Capitán. Si eso sucede, no podemos negarnos a que esa 
persona trabaje. Lo que ocurre es que hoy por hoy la Armada es juez y parte; no olvidemos eso: es autoridad 
marítima. Ese es uno de los grandes problemas que existe, y es gravísimo, porque se están desplazando 
profesionales hacia banderas extranjeras. No quiero faltar a la verdad, pero me parece que la preparación de 
un Oficial cuesta al Estado alrededor de US$ 150.000. Ahí se destinan los impuestos para que luego salga 
gente al mercado y haga esa opción. 


SEÑOR THOMAS.- Voy a responder una pregunta muy concreta en cuanto a si se hizo este planteo al 
Ministerio de Defensa Nacional. Se han hecho muchos planteos y desde hace muchos años. Si alguna 
autoridad tengo, es la que me dan los años de edad y de actividad. 


La Unión de Capitanes y Oficiales de la Marina Mercante nació en la década del cuarenta, precisamente, para 
defender la fuente de trabajo. En aquellos años lo normal era que entre los Capitanes de los buques mercantes 
hubiese marinos militares en actividad. Fue una campaña que incluyó prensa, para agitar la opinión pública, 
la que consiguió que en el año 1951 el Ministro de Defensa hiciera aprobar un decreto por el cual, en 
principio, el marino naval en actividad debía estar en la Armada. Y paulatinamente fueron embarcando los 
Capitanes Mercantes. 


Estoy haciendo una historia de sesenta años. Muchísimas veces nos hemos dirigido al Ministerio de Defensa. 


En una de las tantas entrevistas del caso que he mencionado recibimos una curiosa respuesta del Ministerio 
de Defensa. Nos dijeron: "Ustedes tienen razón, pero nosotros tenemos fuerza". No obstante, el Gobierno 
civil de la época decidió de otro modo: el marino naval en actividad tiene que tener destino en la Armada. 
Otra problemática es la del marino retirado. 


SEÑOR PAGANL.- Con respecto a si este es un emprendimiento nacional, la información que tenemos 
hoy es que el buque en este momento tiene tripulación rusa y hay dos o tres personas de la Armada que 
están haciendo un entrenamiento. Es un buque privado y tienen la idea de ponerle bandera nacional y 
que opere en zonas de alijo uruguayas. 


SEÑOR GRIFFERO.- La información que manejamos es que se trata de una empresa nacional 
instalada en el país desde hace muchos años. 


Me gustaría hacer un par de aclaraciones con respecto a lo que planteaba el señor Diputado Saravia en cuanto 
a que es viable que un retirado militar tenga otra actividad. 


SEÑOR SARAVIA.- Quiero dejar claro que no cabe duda de que si la persona no tiene los certificados 
no corresponde que desempeñe ese trabajo. Simplemente, dije que un marino militar retirado puede 
tener otra actividad, sin perjuicio de que si no califica de acuerdo con lo que el Capitán expresó 
anteriormente, estamos de acuerdo con que es absolutamente incorrecto que realice esas tareas. No 
quiero que entiendan mal lo que expresé. 


SEÑOR GRIFFERO.- Le entendí perfectamente. Solo quiero hacer una acotación. Esa situación que se 
da con el retirado militar que percibe una remuneración por su jubilación y entra en la actividad 
privada es usada por las empresas para bajar el rango salarial. Lamentablemente, ese es el gran 
problema. El cero nuestro, que somos civiles, no es el mismo que el del retirado militar. 


SEÑOR BARRIENTO.- Pertenezco al SUNTMA, al sector mercante. 


Me gustaría hacer una aclaración, explicar cómo nace nuestro trabajo. No olvidemos que en la parte civil, 
para poder subir a un barco debemos cumplir con determinadas normas y criterios, lo cual nos lleva un 
montón de tiempo. 


Ningún uruguayo desconoce lo que es la marina de guerra; hoy por hoy contamos con esos barcos amarrados, 
sabemos que su navegación es escasa, como así también la capacitación, etcétera. Es sabido que han ocurrido 
un montón de siniestros. 


Acá no venimos a hablar sobre lo salarial o sobre capacitación, sino también de lo que refiere a la seguridad. 
Nosotros, cuando estamos arriba de un barco, nos estamos jugando la vida y aparte de eso muchas cosas más. 
Venimos sufriendo accidentes por culpa de incapacidades. A lo larga pasa lo que ocurrió no hace mucho con 
el Barreminas Valiente; quedó demostrado que fue a causa de ineptitud del comando. Si no hubiera pasado 
eso, actualmente esa gente estaría trabajando en la Armada, en la órbita comercial, y todos estaríamos 
jugando con ese tipo de capacitación. 


Con relación a lo que dijo el compañero Pagani, nuestros capitanes y la gente de la marina deben adquirir 
determinada experiencia, peritaje y tiempo en el rubro para poder llegar a donde estamos. Cuando estos 
señores cumplen el tiempo necesario de estar en la órbita militar, se retiran con una jubilación y con los 
títulos abajo del brazo. Es ahí donde decimos que es ilegal, o que estamos mal. Hoy por hoy, el órgano 
regulador es el que está en falta. La balanza se inclina hacia un lado solo. Tiene que ser continuamente 
tolerante e imparcial y en este caso no hay imparcialidad. A nosotros se nos complica porque ellos mismos 
nos dan los cursos, nos toman los exámenes y nos dan los diplomas cuando ellos pasan por debajo de la 
garita y se llevan todos los títulos habidos y por haber. Para llegar un marinero a ser patrón tiene que 
presentar determinada cantidad de tiempo efectivamente navegado en la zona; por ejemplo, dos años. Sin 
embargo, un militar retirado sale con la libreta, no hace ninguna aplicación de grumete, aprendiz, y sale con 
un título de patrón. A su vez, después, trabaja en la órbita civil con personal a su cargo. 


SEÑOR PAGANI.- Quiero dejar bien claro lo siguiente. Nosotros somos firmantes del SOLAS, un 
convenio internacional para la salvaguarda de la vida humana en el mar. OMI, por intermedio del 
SOLAS, no reconoce ninguna institución militar para su preparación; lo único que reconoce son los 
dos institutos de formación de marina mercante, ya sea la Escuela Naval o la Escuela Técnica 
Marítima. Hay que aclarar bien esto porque hoy estamos combatiendo esa incompatibilidad. La 
información que tenemos es que no se está pasando por la rendición de exámenes en la Escuela Naval o 
en la Escuela Técnica Marítima. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que la carta que la Intergremial envió también está con el sello 
de la Federación ANCAP, con quienes habrán tenido contacto. 


Ha quedado suficientemente claro el planteo de la Intergremial Marítima Mercante y Portuaria, que no es 
nuevo sino que lo he escuchado en otras Comisiones como la de Legislación del Trabajo durante la 
legislatura pasada. 


Agrego solamente que se han dado diferentes casos. La competencia desleal no solo la rervindican por lo 
negativo los trabajadores, sino que también está el caso de otro barco que está operando hoy en el transporte 
de bunker en el Puerto de Montevideo. En este caso ha habido reclamo de las empresas porque a veces los 
márgenes se ajustan mucho y el hecho de que se pague un poco más o un poco menos de salario hace a la 
ganancia del viaje. Hay un barco, que creo que sigue operando todavía, que hace la carrera de bunker desde 
La Teja hasta los barcos que están en zona Alfa o en el puerto mismo y eso ha motivado no solo el reclamo de 
los sindicatos sino el de las mismas empresas competidoras hay tres o cuatro que hacen ese trabajo porque se 
genera todo un problema de costos que, por supuesto, nadie está dispuesto a asumir. Entonces, hay quien 
viene y dice: "Si a ellos les dejas pagar menos, me haces un dado diferente para mí, así pago menos 
también". 


Todo esto está pasando. La Comisión ha tomado nota de lo que la Intergremial plantea y, después, discutirá 
cómo seguir adelante con este asunto. 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas les agradece su visita. 
(Se retira de Sala la delegación de la Intergremial Marítima Mercante y Portuaria) 
(Ingresa a Sala la delegación del Congreso Nacional de Ediles) 


——— La Comisión de Transporte y Obras Públicas tiene el agrado de recibir a una delegación del Congreso 
Nacional de Ediles integrada por los señores Ramón Urbeltz e Ignacio Aramburu, Presidente y Secretario, 
respectivamente, de la Comisión de Tránsito del Congreso de Ediles, y por el señor Juan Rey Laco, integrante 
de la Comisión asesora del Congreso de Ediles, quienes vienen a plantear una problemática sobre la cual ya 
nos habían adelantado algo por carta. 


SEÑOR URBELTZ.- Muchas gracias por habernos recibido. 


Nuestra solicitud está motivada por el hecho de que en el Congreso de Ediles hemos visto que la 
problemática se repite en todos los departamentos y no es tanto por el tema de la accidentabilidad sino por 
todo lo que genera el tránsito. No solo están los accidentes sino las consecuencias que dejan y los costos que 
tienen para el país, tanto económicos como afectivos. 


Tenemos una ley muy linda que contempla todas las inquietudes, pero no se aplica porque cada uno tiene su 
librito. Además, está el gran tema de que ante cualquier solicitud o inquietud de llevar a exigir que se cumpla 
con esa ley, lo primero que ocurre es que se presenta un recurso de inconstitucionalidad, por ejemplo, por el 
uso del casco. Concretamente, en Flores, tenemos la particularidad de que en las calles donde se circula en un 
solo sentido los birrodados deben circular por la izquierda. Debería dejar de ser así, a pesar de que sabemos 
que es difícil la instrumentación. 


La inquietud que queremos plantear es que esta Comisión analice la forma en que se está llevando adelante 
este tema y de qué manera poder llegar a trabajar junto con el Congreso de Ediles. En definitiva, no se trata 
de sancionar sino de preservar. 


Con los compañeros decidimos hacer varias entrevistas con ustedes y con la UNASEV. También tuvimos la 
inquietud de ver si existe la posibilidad de armar una reunión con los diecinueve representantes de base de la 
Dirección de Tránsito, o sea, uno de cada uno de los departamentos, para tratar, de una vez por todas, de 
unificar criterios y saber cuál es el motivo por el cual nadie se anima a aplicar esta ley. A su vez, nos gustaría 
saber por qué no dejamos de lado todo aquello de que cuando necesitamos algo pedimos pero, llegado el 
momento, cuando el que nos da pone una norma enseguida salimos con recursos de inconstitucionalidad y 
todo ese tipo de cosas. 


Nosotros queremos saber qué nos pueden aportar ustedes sobre este tema. 


SEÑOR ARAMBURU.- Soy Edil por el departamento de Artigas. 


Decía el compañero que tenemos una inquietud; el otro día en la Comisión del plenario planteaba que yo no 
tengo una inquietud sino una preocupación. Porque si bien es cierto que se manejan las estadísticas, también 
lo es que cuando nosotros todos los meses nos reunimos llegan compañeros de siete departamentos distintos 
y cada uno trae datos trágicos: que en accidentes de tránsito se mataron cuatro, se mataron tres, se mataron 
cinco. Esa es la realidad; si se va a los números, eso es así. 


Nosotros no venimos aquí a discriminar, a hablar específicamente sobre un vehículo, sino a hablar del 
tránsito en general. Sabemos que las motos son las que corren más riesgo. Por ejemplo, en el departamento 
de Artigas hay 20.000 motos para 4.000 metros de tránsito, lo cual es prácticamente imposible. El dato crudo 
de la realidad es el que nos brinda el compañero de determinada Junta. Asimismo, Paysandú tiene 47.000 
motos y cada mes se empadronan 500. Esto que está sucediendo tiene que preocuparnos mucho a todos 
nosotros. |Integramos la Comisión de Tránsito y Transporte del Congreso Nacional de Ediles; actualmente 
podemos observar una nueva modalidad, las famosas picadas, y cuanto más riesgosas mejor. Entonces, se nos 
presenta otro problema y es que cuando se trata de jurisdicción nacional, la Intendencia no puede actuar; 
además, tenemos un solo policía de Caminera en Artigas, que sería a quien le correspondería actuar. No 
puede ir solo a una ruta en donde ocurren picadas en las que concurren dos o tres mil personas, porque llevan 
mucho público; a veces hay alguna cámara también. Hace unos días la Intendencia tuvo que actuar, 
conjuntamente con la Policía y, más o menos, desarmó lo que estaba montado, un espectáculo que, por lo 
general, termina con algún muerto o alguien lisiado. Esto nos preocupa; es una realidad; existe. 


Artigas es el departamento donde menos se matan por esta causa, estos datos fueron revelados por la 
UNASEV. El casco en Artigas es obligatorio desde hace más de tres años y no por ley sino por un decreto de 
la Junta y más del 90% lo usa. No es el caso de otros departamentos. Esto lo sabemos porque nos juntamos 
con gente de todos los departamentos; al Congreso Nacional de Ediles va todo el país. 


Concurrimos a esta Comisión para charlar con ustedes; esta es la Casa donde se hacen las leyes y son ustedes 
quienes las elaboran; si hacen falta, no lo sé; si habría que aplicar las que ya están, no lo sabemos. Tenemos 
que verlo entre todos. Si seguimos así, el futuro es bastante negro. 


SEÑOR REY LACO.- Integro la Comisión de Tránsito y Transporte y soy Edil de la Junta 
Departamental de Soriano y al igual que los compañeros, estamos muy preocupados por la temática de 
tránsito. 


Sabemos que ustedes están trabajando a full con esto, pero también queremos dar nuestra opinión o volcar 
nuestro granito de arena. 


El uso del casco es muy importante, pero hay un problema que creo que arroja peores resultados que no 
usarlo y que es bastante más profundo: me refiero al alcohol. La muchachada se ha desbordado; si bien hay 
controles en ruta, aparentemente no es suficiente. En Mercedes existía la modalidad de que se terminaba el 
baile y ya al otro día nos enterábamos de alguna desgracia producida a raíz de los accidentes. 


Es un tema que nos compete a todos y debemos tomar la iniciativa de colaborar, de ayudar. Hoy nos pasa con 
un vecino, con un amigo, mañana con un familiar; día a día aumentan los accidentes fatales. Las estadísticas 
de este año en cuanto a accidentes fatales son alarmantes, sobre todo teniendo en cuenta los pocos meses que 
llevamos de este 2011. 


El tema de la velocidad es importante así como el del mal manejo; me refiero a mi departamento. Hoy es 
fácil comprar un vehículo en cuotas y los primeros que salen son la muchachada sin tener demasiado 
conocimiento del tránsito, sin tener en cuenta la velocidad, la derecha y sin respetar las preferencias. Hay un 
paquete de irregularidades que debemos atacar para llegar a una solución. 


Nosotros nos reunimos todos los meses en los distintos departamentos y analizamos los problemas de cada 
departamento. Hace unos días fuimos a un departamento, que no voy a nombrar, y lo que allí vimos nos 
sobrepasó a pesar de que en nuestro departamento tenemos problemas. Creo que entre todos debemos poner 
nuestro granito de arena, sumar y si con el Congreso Nacional de Ediles podemos aportar algo más, estamos 
a las órdenes. 


SEÑOR DE TORO.- Aquí se plantean varios temas. Primero, el marco legal; existe una ley nacional 
que tiene competencia a nivel de todo el territorio en todas las rutas de este país, en todas las 
carreteras, en todas las calles, en todas las calzadas de tierra, de balasto o de pasto. La ley no se aplica, 
no porque no haya competencia, sino porque no existe voluntad política para ello, empezando por los 
Intendentes de este país. Hubo Intendentes que hicieron campaña y manifestaciones en contra del uso 
del casco, levantaron a la gente en contra del casco, encabezaron movilizaciones en contra del casco. 
Una cosa es la ley y otra el ámbito político en el cual la ley se desarrolla y se ejerce. Y, ojo, no lo 
interpreto a la luz de que el Intendente sea malo o sea bueno sino de que a veces el Intendente responde 
a las exigencias del medio en el que se mueve. 


La ley fue hecha para definir un marco que fuera prioritario en torno a las diecinueve o veinte leyes que 
regulaban el tránsito en cada uno de los departamentos. Pero hay diecinueve departamentos más la Caminera 
y cada uno aplicaba cosas en forma diferente. La ley unifica eso; establece un organismo que es el que regula 
la planificación, la aplicación, la puesta en funcionamiento de esa ley: la Unidad Nacional de Seguridad Vial. 
La ley dice también que si esta chocara con los reglamentos de circulación departamentales, prima le ley y no 
el reglamento de circulación. Los uruguayos somos mandados hacer para declarar la inconstitucionalidad de 
las cosas. Utilizamos cualquier mecanismo para ello. Pero si aspiramos a un país de primera tenemos que 
acatar las leyes que definimos y que tratamos de aplicar. 


Si existe algún vacío en la ley ahí sí es el reglamento de circulación vial departamental el que define qué es lo 
que se aplica. Todavía existen vacíos como es el caso de la reglamentación que se establece a nivel de la 
Intendencia y de la Junta Departamental que definen qué es lo que se aplica. 


Creo que el marco legal está. A esto quiero llegar. Podemos hablar horas de esto, pero creo que si vamos a la 
versión taquigráfica de la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas del período anterior en 
la cual se discutió este tema podemos sacar muchos ejemplos de estas realidades. Pero ahí está planteado el 
marco legal. 


Creo que lo que sí es importante surge de la preocupación planteada es tener presente la necesidad de 
coordinar las acciones en los diferentes lugares del territorio. Existe o existió, por lo menos hasta noviembre 
del año 2009, lo que se llamaba un Congreso Nacional de Directores de Tránsito que funcionaba 
regularmente. Paralelo al Congreso de Intendentes funcionaba un Congreso Nacional de Directores de 
Tránsito que generalmente se reunía en Montevideo pero a veces lo hacía en otros lugares. A su vez, existía 
un organismo de coordinación a través de la Unidad Nacional de Seguridad Vial que permitía la coordinación 
entre los diferentes departamentos. Además, se crearon las Comisiones Departamentales de Seguridad Vial 
conformadas por personalidades de diferentes ámbitos de la actividad social. En muchos casos los 
mecanismos legales y los instrumentos para poder desarrollar estas cuestiones existen. Lo que no existe es 
voluntad política de tomar la pandemia de los siniestros de tránsito como un elemento central. 


A nivel de las instituciones de este país y acá no hay bandera política ningún sector político ha tomado el 
tema como se debe. Debo reconocer que se dieron los primeros pasos a partir del período anterior en cuanto a 
que existe por primera vez la voluntad de una ley. El Presidente de la República habló sobre el tema de las 
motos, le planteó la preocupación al Congreso de Intendentes. Y, tal como vino, se fue con la preocupación. 
Allí nos topamos con una realidad: las leyes nacionales actúan hasta cierto punto; luego entran a jugar las 
autonomías departamentales. El tránsito sigue siendo más un problema electoral y de votos que un asunto 
social o una enfermedad que tiene la sociedad ya que los accidentes de tránsito constituyen la principal causa 
de muerte de los jóvenes de nuestro país; siempre decimos que los echamos del país porque no les damos 
oportunidades, pero en mucho mayor medida los estamos matando por no actuar sobre la problemática de los 
accidentes de tránsito y esto es lo que debemos encarar. 


Ese es el punto que hay que encarar, y hay que empezar a dar la discusión en todos lados. Estoy de acuerdo 
con ustedes y me sumo a su preocupación, pero hay que dar la discusión a nivel del departamento, a nivel 
nacional, del Congreso de Intendentes, del Congreso Nacional de Ediles, de la UNASEV, del Parlamento, y 
en todos lados, hasta que los muertos en el tránsito deje de ser un tema de titulares de la prensa y se 
transforme en un problema real a solucionar. Por ejemplo, ahora surgió un paquete de leyes que tienen que 
ver con controles de espirometría, con un código de legislación penal para el tránsito, para que comience a 
existir el delito de tránsito. Asimismo, en el Senado está a estudio un proyecto de ley que tiene que ver con el 
casco y su uso, que fue planteado por la Dirección Nacional de Seguridad Vial. 


Entonces, en esta área hay mucha tarea para hacer, de cara a muchos años. 


Creo que hay tres acciones para resolver el tema: fiscalizar o sea, multar más y mejor; educar más y mejor, y 
prevenir más y mejor. Si falla cualquiera de esas patas, deja de haber solución al problema, pero tiene que 
estar la voluntad política de todo el mundo. Así que pueden contar con la voluntad de esta Comisión para 
hacer todo lo que sea necesario en ese sentido. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Comparto totalmente lo expresado por el señor Diputado De Toro. 


Integré esta Comisión en el período anterior y debo decir que sacar esa ley fue muy difícil. Tuvimos largas 
conversaciones; nos reunimos con todo el mundo; trajimos asesores hasta de España. Los integrantes de la 
Comisión éramos cuatro y estábamos de acuerdo, pero el problema de la autonomía municipal influía en una 
decisión común. En un momento, hubo empate, éramos dos y dos, pero finalmente se produjo un cambio y 
uno de los compañeros dejó de asistir a una sesión para que pudiéramos aprobar en Comisión el proyecto que 
se transformó en ley. 


Sin lugar a dudas, el tema son las chacras que existen a nivel de cada Intendencia, que se manejan con 
autonomía municipal. Creo que esto es muy respetable, pero hay normas que están por encima de intereses 
políticos, porque, lamentablemente, lo que estaba en juego era el interés político y no lo que estábamos 
buscando todos, por encima de banderías, que era evitar esa cantidad de muertes injustas o de accidentes de 
muchachos que quedan totalmente destrozados para toda la vida. 


Finalmente, se sancionó la ley a sabiendas de que le faltaban cosas que se irían agregando con el tiempo. 
Esos son los complementos que se están buscando. El equipo que integró la UNASEV en su momento y 
ahora, trabajó y está trabajando intensamente para que lo que hoy están conversando ustedes con nosotros se 
lleve a cabo en todo el país. 


La cosa se agrava porque la cantidad de motos es impresionante. En Rivera son miles y miles, y se van 
agregando más, gracias a su facilidad de compra, sin ningún tipo de control. Es dramática la cantidad de 
jóvenes que fallecen. A veces llego y me entero de que falleció un chico que conozco, lo que me genera un 
dolor tremendo por la injusticia de que estamos fallando en varias cosas para evitar que esas muertes ocurran. 


Por lo tanto, los felicito por haber concurrido. Creo que podemos trabajar en común para llegar a acuerdos 
por encima de intereses políticos, porque, por lo menos en Rivera, el uso del casco era un tema político. 
Algunos estaban a favor y otros en contra, según los intereses políticos. Entonces, los que estábamos a favor 
del casco quedábamos mal, nos sometían a presiones de toda índole, porque había un grupo muy grande de 
gente inclusive correligionarios míos que no quería el casco, pero tuvimos que tomar la decisión correcta, que 
era la que estaban indicando las normas internacionales para la defensa de la vida de quienes usan birrodado. 
Pero reitero que se dio un juego político muy doloroso que aún se sigue dando en algunas Intendencias del 
país. 


Comparto también lo que ustedes han expresado. Todos estamos pensando que algo hay que hacer porque 
estamos viviendo un momento muy difícil al ver cómo los jóvenes, y algunos no tanto, están perdiendo sus 
vidas o quedando por el camino. 


SEÑOR SARAVIA.- Sin lugar a dudas este es un tema bien preocupante. Nadie puede desconocer el 
desgarro que significa para la sociedad estar perdiendo permanentemente vidas humanas, no solo de 
muchachos; tenemos que tener en cuenta cualquier tipo de accidente que cause una lesión o un 
percance definitivo. 


En la Facultad de Derecho nos enseñaron que nunca se debe legislar por la patología. Tenemos una patología 
o como dijo el señor Diputado De Toro una pandemia. Como dijo el señor Diputado Fernández, para 
sancionar esta ley de circulación nacional fue necesario que un miembro de la Comisión que estudiaba el 
proyecto de ley no se presentara, para obtener una mayoría. Por lo tanto, arrancamos con una norma jurídica 
que no tenía el consenso que debía tener. A eso tenemos que agregar porque la realidad no puede ir por 
encima de los temas institucionales o formales que en este contexto están involucrados el Poder Legislativo, 
el Poder Ejecutivo, las Intendencias con sus Intendentes y las Juntas Departamentales, que son las que 
legislan dentro de los departamentos. En general, estoy de acuerdo con lo que dijeron los señores Diputados 


De Toro y Fernández, pero no comparto ciertos pequeños matices que hacen la gran diferencia. Esta ley no 
tiene más competencia que a nivel nacional y no se aplica donde hay competencia municipal. De lo contrario, 
tendríamos que eliminar las autonomías municipales. La única manera de que una ley nacional funcione en 
un tema como este, que es típicamente municipal al igual que el de las patentes, es que las 19 Intendencias, a 
través de sus Juntas Departamentales, aprueben su texto, lo tomen como propio y los Intendentes estén de 
acuerdo. Si no, no es posible que esto sea obligatorio en todo el país. 


Entiendo que el señor Diputado De Toro vivió este problema desde la Intendencia de Montevideo, y es un 
tema serio, pero nosotros tenemos dificultades formales por las cuales no podemos obligar. Y tenemos que 
ponernos de acuerdo los Intendentes, las Juntas Departamentales y el Poder Legislativo, pero no solo con una 
mayoría circunstancial en Comisión y después con una votación que no sea unánime; no. No sé si en el 
período pasado fue por unanimidad, si lo votaron 99 Diputados y 31 Senadores o no porque eso también hace 
la diferencia. 


Yo soy de Cerro Largo, que tiene cantidad de problemas: el casco no es obligatorio; los cinturones de 
seguridad dentro de la zona urbana tampoco lo son y los traseros, menos; las luces no son obligatorias. 
Tenemos otros problemas: el exceso de velocidad; los cruces con roja, las picadas. Por ejemplo, las picadas 
se hacen en el área de jurisdicción nacional y, por lo tanto, la Intendencia no puede intervenir, más allá de 
que, de vez en cuando, va con la Policía. Nosotros no tenemos ni siquiera un funcionario de Policía 
Caminera. Vienen de vez en cuando de Treinta y Tres. Y esto no es una crítica a la Policía Caminera; se trata 
de un problema de jurisdicciones. 


Entonces, el tema es muy complejo y grave, y no es posible la aplicación absoluta de esta norma en las 
condiciones en que estamos, tanto desde el punto de vista legal, como político 


Reconozco que en su momento hubo actitudes políticas que hoy, muchas veces, son las que trancan la 
posibilidad de que aquellos que utilizaron políticamente estos argumentos hoy puedan dar marcha atrás y 
decir: "Estábamos equivocados". A nadie le gusta y menos cuando cree que eso le puede significar un hecho 
negativo desde el punto de vista político. 


También pienso que esta ley de la UNASEV no fue creada con la mentalidad que nosotros precisamos. Tiene 
muchas cosas muy buenas y otras que están pensadas para otro tipo de ciudades y de tráfico. Nuestro gran 
problema son las motos, pero no deja de haber inconvenientes con la circulación de otros vehículos. 


Estoy de acuerdo con los elementos enumerados por el señor Diputado De Toro, pero yo corregiría el orden: 
primero, prevenir; después, fiscalizar y, finalmente, multar. En las rutas nacionales, el régimen de tránsito se 
aplica totalmente y, sin embargo, también hay accidentes, con motos, camiones y otros vehículos. Es 
inevitable. Ayer, en la Ruta Interbalnearia el tránsito estuvo interrumpido por una hora y media porque una 
ciudadana brasileña se había llevado una columna por delante; lo habrán visto en la televisión. Los accidentes 
se producen en todos lados, con controles, con o sin la aplicación del Reglamento Nacional de Tránsito; esto 
no cambia porque se trate del ámbito municipal, de un camino de balasto, de una ciudad del interior o de una 
ruta nacional. Creo que tenemos un problema cultural más que de normativa. Las normas están. Y el 
problema cultural se empieza arreglando con la prevención, que es la educación. Después, naturalmente, hay 
que ajustar con la fiscalización y con la sanción, pero no hay un acuerdo para hacer eso entre todos; entonces, 
en algunos lugares funciona mejor y en otros, peor. Por lo tanto, deberíamos ajustar la normativa a un 
consenso que pasa por los Intendentes y por las Juntas Departamentales. Si no existe ese consenso, 
difícilmente lograremos que se aplique en todos lados. Reitero que, jurídicamente hablando, esta ley no tiene 
competencia nacional en las áreas municipales porque para eso están las autonomías definidas en la 
Constitución. Se trata de un problema de posiciones. Yo creo que la autonomía municipal prima; habrá otros 
que opinen distinto. Hay que ejercer la autonomía municipal. El Intendente no puede callarse, dejar correr; 
hasta puede tener responsabilidad política porque la pérdida de la autonomía municipal es la pérdida de un 
derecho del departamento. Si los Intendentes no la defienden, tienen responsabilidad política. 


SEÑOR SANDER.- Creo que todos en mayor o menor grado compartimos la preocupación por el 
tránsito en este país. 


Podemos hablar de un montón de factores. La mezcla de estos factores potencia la mutilación de miles de 
jóvenes. Después que están mutilados no tienen solución. Ni qué hablar de los muertos, que es gente joven 


que iba a producir para el país, y de todo el dolor de la familia. Este tema es brutal. 


Creo que hay omisiones. A veces decimos que hay falta de recursos, de inspectores y que no se puede 
controlar. En Rivera fue una lucha imponer el casco. Los cascos los usan para los codos o para cubrir la nuca. 
Cuando tienen un accidente, el casco vuela y pasa lo que pasa. 


Hay que seguir trabajando mucho en educación y fiscalización, porque esa es la única manera de empezar a 
corregir el problema. Con el Director de Tránsito hablábamos sobre esta problemática en reuniones 
semanales. Es un tema como el de la pasta base: se lo combate, pero cada vez crece más. Llega un momento 
en que hay que cortarlo de raíz. Las motos de antes eran de 50 cc y hoy ninguna baja de 110 cc, llegando en 
pocos metros a 80 o 90 kilómetros por hora. En nuestro departamento nos pasan por la derecha como bala y, 
lo que es peor, a veces nos pasan por la derecha y se cruzan. 


Eso es falta de educación. Tiene que haber más controles cuando se da la libreta; muchas veces andan 
manejando menores sin documentos. 


Me parece muy bien que el Congreso de Ediles venga a esta Casa para empezar a profundizar este trabajo 
que no puede demorar mucho. Si estamos de acuerdo, hay que empezar a aplicar las normas y romper las 
barreras políticas. Yo soy defensor de las autonomías municipales, pero si no van en detrimento del bien 
general. Creo que hay que aplicar las normas en serio. En este caso, no hay que mirar costos políticos; el 
costo político es ridículo a esta altura del partido. 


Estamos dispuestos a dar una mano en todo lo que sea necesario. 


SEÑOR PEDREIRA.- A todos nos preocupan las muertes y las lesiones, sobre todo de nuestros jóvenes. 
Cuando hablamos de autonomía, vale la pena leer el artículo 275 de la Constitución, que marca las 
competencias del Intendente. Este artículo establece que las atribuciones del Intendente, además de las 
que la ley determine, son: '9%) Velar por la salud pública y la instrucción primaria, secundaria y 
preparatoria, industrial y artística, proponiendo a las autoridades competentes" subrayaría esto "los 
medios adecuados para su mejoramiento". 


Creo que acá hay un reconocimiento tácito. Cuando hablamos de cuestiones colectivas que a todos nos 
competen, de interés general y no territorial, se podría aplicar esta ley que busca cuidar y salvar vidas y 
prevenir muertes. 


Quiero decir esto como una cuestión argumental, lejos del derecho y cerca de la salud, que es el terreno que 
más me mueve, porque tal vez sirva como elemento de discusión. 


Me quedo con lo que decían los señores Diputados Saravia y De Toro en cuanto a lo que es la voluntad 
política. Hay diferentes características que tienen que ver con el territorio de donde cada uno proviene. 
Cuando somos veinte o treinta y cada uno tiene opiniones diferentes atravesadas por cálculos electorales, la 
mejor estrategia es convocarnos y comenzar a ponernos de acuerdo los que estamos de acuerdo, valga la 
redundancia. 


Me parece un buen camino que ustedes, la UNASEV, los Consejos Sociales del MIDES que han tomado este 
tema en varios departamentos y es importante y nosotros analicemos cuáles son los puntos que nos unen para 
movernos en función de ellos. El señor Diputado Saravia decía que le parece bárbaro que se analice esta ley y 
que aquellos puntos que nos unen se promuevan a través de las Juntas Departamentales y los tomen como 
propios. De esta manera, allanaríamos un camino que ha sido el que nos ha dificultado esta marcha. Los 
Ediles son los que más viven y padecen en el territorio lo que muchas veces generamos en esta Casa. Damos 
un montón de discusiones, recogemos mucha información y armamos leyes que después se aplican a un 
determinado territorio, a un determinado contingente de gente, y es el vecino el que sabe mejor si esa ley fue 
adecuada o no para su territorio. Sería bueno que los Ediles hicieran un estudio y presentaran propuestas para 
ver qué se puede mejorar del proyecto de ley. Esta sería una buena forma de trabajar juntos, buscando 
acuerdos, como se teje en cualquier grupo humano que quiere construir. 


Por supuesto que hay que dejar de lado la calculadora electoral, que es lo que más ha incidido en esta 
discusión. Esta es una buena época porque estamos lejos de las elecciones. 


Estoy a las órdenes. En Flores, siempre hemos conversado sobre estos temas con el Presidente de la 
Comisión de Tránsito. Me consta que esta fue su preocupación desde siempre y que ha trabajado en ello. Me 
alegra que sea el Congreso de Ediles el que tome las riendas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Sugiero que se invite a las autoridades de la UNASEV para saber qué están 
planificando y las dificultades que están teniendo. Brindaremos todo el apoyo que podamos. 
Permanentemente estamos recibiendo planteamientos hechos por integrantes de UNASEV, que 
compartimos y podemos apoyar. Tuvimos una serie de actividades con relación a la educación, tema 
que trabajamos muchísimo en el Período anterior. Debemos tener una permanente propaganda 
referente al tema, haciendo llegar las grandes líneas en las que se están trabajando para que la gente 
vaya tomando conciencia. 


Reitero que sería muy interesante que nos pudiéramos reunir con los integrantes de la UNASEV para saber 
qué podemos aportar. Quizá, también podríamos compartir la reunión con los delegados del Congreso de 
Ediles y con los Intendentes. Sería bueno que pudiéramos tener una reunión en común para sumar esfuerzos 
en un trabajo lo más efectivo posible. 


SEÑOR DE TORO.- Comparto la invitación a la UNASEV. 


Agrego dos preguntas para la UNASEV y para el Congreso de Ediles. ¿En qué departamentos la ley nacional 
ha sido revalidada o ratificada por las Juntas Departamentales? Si no lo fue, ¿por qué? Quisiera que la 
UNASEV hiciera un estudio en ese sentido. Considero que por acá pasa el nudo del problema. Dejamos de 
lado la discusión de las autonomías y pasamos a la definición concreta. Si las Juntas aprueban la ley y la 
transforman en Reglamento nacional o departamental, nos evitamos cinco años de discusión. 


SEÑOR URBELITZ.- Este tipo de reuniones termina siendo una catarsis más que otra cosa. Todos nos 
ponemos de acuerdo, pero llegado el momento, ¿quién le pone el cascabel al gato? ¿Quién alguna vez 
no ha levantado la voz para decir que no se den más permisos para manejar a menores? Les estamos 
dando la posibilidad de que salgan a matar o a matarse y, sin embargo, legalmente no los podemos 
sancionar porque como son menores van al INAU o están de nuevo en sus casas por la noche. 


Creo que el tema va muchísimo más allá de lo que hemos hablado ahora. Si bien todo esto es muy cierto y 
centralizamos la cuestión en el casco y las motos, también podríamos hablar de los camiones que transportan 
ganado, que tendrían que llevar un depósito para las aguas que depuran los animales y no lo tienen. 


(Interrupción del señor Representante Saravia) 


——- Lo exigen, pero no se controla. Soy muy observador. Toda la vida fue mi inquietud el tránsito en todo 
sentido. 


Nuestra idea no es llevarnos un compromiso, porque quiénes somos nosotros para exigir a los demás que se 
comprometan, pero sí brindar información e irnos con la idea de que su preocupación es real, no solo lo que 
escuchamos por televisión. Estaría bueno hacer una reunión multisectorial, con distintos sectores de la 
sociedad -Ediles, Intendentes, Diputados y que hagan su aporte todos aquellos que quieran. Mañana es tarde. 
Tiene que ser hoy. 


Agradecemos el tiempo que nos brindaron. Sabemos que el tiempo siempre apremia. 


Desde el puesto que nos toca ocupar en el Congreso y desde el de la Junta en el que nos restan cuatro años, 
estamos dispuestos a apoyar y, quizá, ser consultores de las inquietudes o necesidades de nuestro 
departamento. 


SEÑOR ARAMBURU.- Vinimos con la fe puesta en que íbamos a encontrar en ustedes lo que estamos 
encontrando. Me voy contento porque no es la primera vez que vengo a una Comisión del Parlamento 
o que alguna Comisión nos visita, como lo hicieron en Artigas. En ustedes existe la misma 
preocupación que en nosotros. Hay una realidad afuera, cerca, la vemos todos los días y pensamos: 
"Tenemos que hacer algo. Nosotros somos los que tenemos que hacer algo. Nosotros representamos a la 


población". En el departamento, el Parlamento chico representa a la gente, al vecino de al lado, y 
ustedes nos representan a todos. 


Nosotros habíamos pensado venir a conversar con la Comisión y después, como les dijimos, con los 
Directores a través del Congreso Nacional de Intendentes. Esa es una manera práctica de poder conversar con 
ellos; el Congreso va a reunirse y nosotros íbamos a pedir que los Directores estuvieran presentes. Hace 
algunos días también estuvimos conversando con la gente de la UNASEV. A propósito, quiero decirles que en 
los departamentos nombraron las dependencias de la UNASEV, pero en los hechos no funcionan. Esa es la 
realidad, y se la tenemos que transmitir. Sería extraordinario que se concretara esa reunión a la que hacía 
referencia el señor Diputado Fernández. Y sería importante que se difundiera; ustedes tienen los medios para 
hacerlo mejor que nosotros. Esa difusión ayudaría mucho, porque las personas que cometen infracciones 
todos los días se van a dar cuenta de que hay mucha gente trabajando en el tema y que de alguna manera ese 
trabajo va a repercutir seriamente en ellas. 


Les agradezco que nos hayan recibido. Vamos a estar en contacto para transmitirles lo que podamos ir 
haciendo, para que en poco tiempo no veamos a tantos jóvenes y no tan jóvenes no morir, sino matarse. 


SEÑOR REY LACO.- Entiendo que la idea de esa reunión entre los señores Intendentes, los Diputados 
y los Ediles es sobresaliente, porque si esta reunión la hacemos aisladamente, quedamos rengos, como 
estamos acostumbrados a decir. Si se concreta esa reunión, todas las partes quedarían comprometidas. 
Esa sería la forma más directa de lograr lo que todos anhelamos y por lo que también ustedes han 
trabajado tanto. 


Estamos muy agradecidos porque nos hayan recibido en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros somos los agradecidos de que ustedes hayan traído el tema a este 
ámbito. Cuando recibimos su carta nos pareció importante que cuanto antes ustedes estuvieran 
presentes aquí. 


Vamos a tratar de concretar la reunión que plantearon los compañeros Diputados lo más rápidamente posible. 
Inmediatamente nos pondremos a trabajar en ello. Coincido con que, más allá de esa reunión y de que es 
importante intercambiar, como decía el señor Aramburu, hay que sacudir, y para ello tiene que haber 
publicidad. La gente tiene que saber que los Directores de las Intendencias, el Congreso de Ediles, la 
Comisión de Transporte de la Cámara de Representantes, la UNASEV, es decir, todos los que de alguna 
manera estamos en esta temática, están preocupados por la cantidad de accidentes, de muertes. Y es triste 
decir esto, pero capaz que a veces la muerte no es lo peor; lo más grave es cuando la persona queda viva, 
pero mutilada, sin posibilidades, y se generan unas problemáticas terribles que todos conocemos. 


Tengan la tranquilidad de que esto se va a hacer lo antes posible, considerando el tiempo que se necesita para 
reunir a todas las partes. Tendremos que definir el lugar; veremos si puede hacerse en el Parlamento o en otro 
ámbito. 


Trasmitan a los diferentes Ediles integrantes de la Comisión de Tránsito del Congreso Nacional de Ediles, a 
cada una de las Juntas, que los integrantes de esta Comisión están dispuestos a hablar con ellos en su 
departamento en el momento que sea necesario, en el momento en que nos precisen. También nosotros 
podemos tomar la iniciativa y pedir una reunión a la Junta Departamental de Durazno, de Artigas o de donde 
sea, para ir hasta allá a conversar para tratar de encontrar los caminos para solucionar este problema. Me 
parece que la "chiquita" de la política rinde muy poco cuando se muere todo el mundo o queda lastimada un 
montón de gente. 


Estaremos en contacto. Muchas gracias por su presencia. 
(Se retiran de Sala los representantes del Congreso Nacional de Ediles) 
——— Con respecto a la primera delegación que recibimos, creo que habría que enviar la versión taquigráfica 


al Ministerio de Defensa Nacional y a la Dirección General de la Seguridad Social del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social. 


(Apoyados) 


——- También me gustaría citar a las autoridades del Ministerio de Defensa Nacional para saber si realmente 
hay un barco, porque hasta ahora solo tenemos rumores. Tendríamos que involucrarnos en este asunto para 
prever dificultades. 


SEÑOR SARAVIA.- Aparentemente, sería ANCAP la que estaría manejando este tema del barco, 
porque en realidad es este organismo el que lo contrata. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, haría un flete para ANCAP. Pero todo esto es "aparentemente". 
Tendríamos que aventar o fijar los rumores. De pronto, también sería conveniente enviar la versión 
taquigráfica al Directorio de ANCAP. Si eventualmente quieren venir a aclarar que no tienen nada que 
ver con el barco, los rumores terminarán ahí mismo. 


Debemos tener certezas con respecto a este tema. Si los rumores son ciertos, tendremos que ver cómo 
podemos actuar porque la situación se va a complicar. 


En cuanto a la reunión con la segunda delegación, deberíamos enviar la versión taquigráfica al Congreso 
Nacional de Ediles, al Congreso de Intendentes, a la UNASEV, a las Juntas Departamentales. 


Si están de acuerdo, propongo ponerme a trabajar con las Secretarias en el armado de esa reunión de la que 
hablamos entre representantes de las Intendencias, del Congreso Nacional de Ediles, de la UNASEV y 
nosotros. Tendríamos que convenir la fecha y el lugar. 


SEÑOR SARAVIA.- Me parece que deberíamos tener una reunión con la UNASEV sin perjuicio de 
que después hagamos la otra reunión más general. Si no, nos vamos a entreverar, porque son muchas 
instituciones. Como la UNASEV es la que dirige y aplica los reglamentos en estos temas a nivel 
nacional, entiendo que sería importante reunirnos con sus representantes, porque me parece que la 
otra reunión, más general, será de carácter político. Si no definimos el carácter político, qué quieren los 
Intendentes y los señores Ediles que son mayoría en sus departamentos, esto no va a marchar, porque 
ese es el punto por el que esto está trancado. 


SEÑOR DE TORO.- Creo que tendríamos que tratar de impulsar un evento, que fuera convocado por 
la Comisión de Transporte de la Cámara de Representantes para hablar sobre un tema: cuál es hoy el 
ámbito de aplicación de la Ley N” 18.191. Tendríamos que invitar a los representantes de las Juntas 
Departamentales, del Congreso Nacional de Ediles, del Congreso de Intendentes, de la UNASEV. 
Quizá, después de eso generemos una instancia de coordinación; nosotros debemos ser los promotores 
de esa instancia. De lo contrario, esto no se mueve. Por lo menos mi visión es que chocamos contra los 
molinos de viento. 


Sería una instancia más del Parlamento como continuación de la discusión de esta ley. Luego de la discusión 
del tema vendría la propuesta de trabajo. 


SEÑOR PEDREIRA.- Precisamente, quería plantear que deberíamos enfocar el trabajo para que no 
solo sea una instancia de catarsis multitemática. 


Quería proponer, tal vez como elemento simbólico pero quizá el más importante, que organicemos alguna 
instancia en el interior del país para discutir o trabajar sobre esto porque creo que es allí donde está el centro 
del problema. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Coincido con lo que decía el señor Diputado Saravia. Tenemos que sacar la 
parte positiva de todo esto. Si enredamos a los que están a favor y a los que están en contra, a lo mejor, 
complicamos la situación. 


Tendríamos que reunirnos en primer lugar con la UNASEV, planificar, ver si tenemos que hacer contactos 
con cada una de las otras partes, y luego sí, cuando nos pongamos de acuerdo en varios puntos, hacer el 


lanzamiento para que la opinión pública advierta que esto es algo positivo y que todos estamos de acuerdo en 
hacer planteos en bien del tránsito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece bien que citemos a las autoridades de la UNASEV. De cualquier 
manera, lo que quise transmitirles es que si están de acuerdo voy a trabajar con la Secretaría, en 
contacto con todos ustedes, para armar el evento. No podemos anunciar a quienes nos visitan que 
vamos a llevar a cabo una reunión y después no hacerlo. Yo creo que acá hay dos aspectos: uno de ellos 
es si vamos a sacar conclusiones definitivas del evento ojalá sea así y otro es si sacudimos o no el 
espinero. Me parece que lo primero es sacudir el espinero y trasmitir presión a los que hoy se lavan un 
poco las manos, y por eso la cosa no camina. Entonces, la idea es trabajar en esa reunión, en consulta 
con todos ustedes. 


(Apoyados) 


——— Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


